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Resol. Serie “C” N°35
Expte. N° 2.703 – Año 2018 – Autos: “Aranda Ramón Alberto c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Recurso Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción – Recurso Extraordinario”


Santiago del Estero, veintisiete de octubre de dos mil veinte.



Y Vistos:



Para resolver la admisibilidad del recurso extraordinario interpuesto por el actor a fs. 46/63 de autos.----------------------------------------------------



Y Considerando:



I) Que por el presente recurso el actor solicita dejar sin efecto la sentencia dictada por el Tribunal el 26/02/18 -Resolución Serie C Nº 05/18- por la cual se rechazara la demanda interpuesta en contra del Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero con el objeto de que se declarara la nulidad del Decreto Nº 027 de fecha 08/01/2.007 emitido por el Gobernador de la Provincia por el que se dispusiera su exoneración en el grado de cabo del grupo G.E.T.O.A.R (Grupo de Táctica Operacional de Alto Riesgo) de la Policía de la Provincia.---------------

Expone los antecedentes del caso, en los que reitera los hechos relatados en la demanda relativos a sus antecedentes en la Policía de la Provincia y sostiene nuevamente que no ha participado del acuartelamiento que dio lugar al dictado del Decreto que lo agravia, el que fue resultado de un sumario ostensiblemente viciado.------

II) En orden a la admisibilidad formal del recurso intentado manifiesta que se han observado los requisitos de procedencia determinados por los arts. 14 y cc. de la Ley Nº 48, esto es: sentencia definitiva adversa emanada por el superior tribunal de la causa, planteamiento oportuno de la cuestión federal, fundamentación suficiente del recurso y tempestividad de la presentación.------------------------------------------

Especifica que, el fallo recurrido tiene apariencia de sentencia motivada, pero en realidad no es mas que el esfuerzo para disfrazar la verdadera finalidad, consistente en darle razón al Poder Ejecutivo, aun cuando ello implique un total desmedro de las garantías constitucionales.-----------------------------------------

A continuación efectúa la refutación concreta de la sentencia recurrida. En primer término alega que el fallo no explicita cuáles son los elementos de prueba tomados en cuenta ni pondera la prueba producida por su parte incurriendo en arbitrariedad. Sostiene que se ha demostrado acabadamente que la permanencia del actor en la sede de la jefatura es porque integraba el grupo GETOAR con asiento físico precisamente en la misma Jefatura, lo cual ha quedado asentado en el sumario administrativo y demostrado por las demás pruebas producidas, todas las cuales avalan sus dichos. En este orden, realiza un análisis de cada una de ellas y concluye que, la sentencia recurrida es claramente un acto infundado pese a su aparente argumentación y que convalida un acto de exoneracion efectuado en base a la omnipotencia de un grupo de policías investido de facultades extraordinarias.



III) Que, luego de su relato el actor funda su recurso en la arbitrariedad de la sentencia recurrida y en el Inc. 2 del art. 14 de la Ley 48, aclarando que, siguiendo la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha descripto en primer término la arbitrariedad, ya que de existir la misma, las demás quejas se tornarían abstractas en razón de la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional.---------------------------------

En este orden alega en primer término que la sentencia recurrida es arbitraria porque convalida el Decreto de exoneración al conferir certeza a la base fáctica del mismo, esto es, que el actor ha participado del acuartelamiento de la Policía de la Provincia y consecuentemente ha cometido una falta grave pasible de exoneración. Asimismo, sostiene que el Tribunal ha prescindido de prueba decisiva y conducente a la solución del pleito y que ha sustentado su decisión sobre fundamentación aparente omitiendo la consideración de cuestiones propuestas.------------------------------------

Finalmente manifiesta que, en el caso se configura el supuesto previsto en el inc. 2 del Art. 14 de la Ley 48, denominado por la doctrina “cuestión federal compleja”, pues se pone en tela de juicio la constitucionalidad de un acto de autoridad local que colisiona directamente con la Constitución Nacional y la decisión ha sido en favor de la autoridad de provincia.---

IV) A fs. 39/41 obra dictamen del Ministerio Público Fiscal, quien entiende que los agravios que el recurrente trae a conocimiento solo resultan ser meras discrepancias en cuestiones de valoración de hechos, ajenas por su naturaleza al remedio federal. Por otra parte, entiende que el fallo atacado no exhibe defectos de razonamiento ni de fundamentación por lo cual no es posible hablar de arbitrariedad.--------------------------

V) Que corresponde a este Tribunal analizar en primer término, si se han cumplido los recaudos que tornan admisible el remedio federal intentado por el actor, a saber: que la resolución recurrida revista la calidad de sentencia definitiva emanada del más Alto Tribunal provincial; que el recurrente haya efectuado la pertinente reserva del caso federal; que haya sido interpuesto en el plazo exigido por la legislación procesal; y que surja del planteo efectuado la existencia de una “cuestión federal” que habilite la apertura del remedio extraordinario.------

En ese afán, cabe afirmar que la sentencia recurrida reviste la calidad de resolución definitiva, emanada del más Alto Tribunal de la Provincia.------------

Por otro lado, surge que se ha realizado la reserva del caso federal oportunamente en el mismo libelo de demanda. Con relación a ello, la Corte ha dicho que no basta para la oportuna y correcta introducción de las cuestiones constitucionales en la causa, la mera reserva del caso federal por afectación de garantías de los arts. 14, 16, 17, 18, 19 etc., sino que se requiere además de mencionar directamente los derechos federales supuestamente desconocidos que se fundan en las normas constitucionales citadas genérica e indiscriminadamente, la demostración del vínculo que guarda cada una de ellas con lo resuelto en el pleito (Fallos: 296:124; 302:915; 306:136, entre otros). En este sentido, si bien no se observa una precisión tal en el postulado del actor, a fin de aventar posibles reparos sobre rigorismo formal en detrimento de sus derechos, cabe tener por cumplimentado dicho recaudo de admisibilidad formal.--------------------

Finalmente, según surge de las constancias de autos (fs. 283 del expediente principal y cargo de fs. 34 del cuadernillo) el recurso fue interpuesto dentro del plazo de diez días fijado por el art. 257 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación.------



VI) Que, corresponde ahora adentrarnos en el análisis de los agravios planteados por el recurrente que según su interpretación habilitarían la vía extraordinaria.-------------------------------------------

En primer lugar plantea arbitrariedad de la sentencia impugnada, y con relación a ello, corresponde precisar lo que la Suprema Corte ha expresado en reiteradas oportunidades: "La doctrina de la arbitrariedad es excepcional y no autoriza a juzgar el error o acierto de lo decidido por los jueces de la causa, ni a revisar el alcance que atribuyen a las pruebas producidas en el juicio. Esta doctrina no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema de Justicia en una tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputen como tales, según la divergencia del apelante con respecto a la inteligencia que los jueces de la causa le asignen a los hechos y a las leyes comunes, su aplicación debe quedar reservada para aquellos supuestos en que una carencia total de fundamentación o el apartamiento injustificado de la solución normativa prevista para el caso, conviertan al pronunciamiento en un mero acto de voluntad incompatible con la exigencia del adecuado servicio de justicia que garantiza el Art.18 de la Constitución Nacional (L.L. 1086-13-569 J.A. "A" 1986 -I-154; L.L. 1985-A-625 Nº 5637; L.L. 1983-620 C, Nº 4900). La mera discrepancia entre lo decidido por el juzgador y lo sostenido por las partes no basta para configurar la tacha de arbitrariedad. El carácter excepcional y restrictivo de este recurso exige que la tacha de arbitrariedad invocada, deba ser acreditada en autos y apreciada, según las palabras de la misma Corte, con el máximo rigor. En consecuencia, la carga de fundamentación que pesa sobre el recurrente (arts. 257 C.P.C.C.N. y 15 de la Ley 48), cobra relevancia cuando el remedio federal se sustenta en este vicio de la sentencia impugnada, dado que, en tal supuesto, el interesado debe además invocar y acreditar suficientemente que, no obstante la aparente existencia de fundamentos no federales, su agravio se vincula con el desconocimiento de garantías constitucionales (Palacio Lino E., “El recurso Extraordinario Federal”, 3ª ed., Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2001, en nota 10, pag. 310, quien cita los precedentes registrados en Fallos 241:469, 252:148; 246:177 y 307:1039). Ergo, hablamos de arbitrariedad cuando se trata de pronunciamientos que se encuentran desprovistos de todo apoyo legal, fundado tan solo en la voluntad de los jueces y no cuando medie simplemente una interpretación errónea a juicio de los litigantes.--------

En el sub-exámine, se advierte que la sentencia recurrida está fundada en la ley expresa y se limitó a resolver la situación traída a la luz de la ley aplicable al caso y conforme a la interpretación que, a juicio del Tribunal, cabía asignar, por lo tanto se encuentra razonada y fundada. De este modo, la arbitrariedad no aparece prima facie configurada, razón por la cual debe desestimarse el planteo del recurrente basado en el supuesto de arbitrariedad de sentencia. Consecuentemente cabe concluir entonces que el fallo en examen cuenta con fundamentos suficientes en orden a configurar un acto jurisdiccional válido, que podrá o no ser compartido por las partes, pero que en definitiva no habilita el acceso a esta vía impugnativa, resultando improcedente.----------

VII) Finalmente, cabe el tratamiento de la cuestión federal que se erige como condición necesaria para la intervención de la Corte por vía del recurso extraordinario y, que sólo puede proceder si se satisfacen requisitos específicos delineados por la ley y la jurisprudencia del mas alto Tribunal.---------------------

En tal sentido se ha conceptualizado a la cuestión federal sobre la base de las disposiciones del art. 14 de la Ley 48, sosteniendo que es aquella que se refiere a la interpretación de normas federales o de actos federales emanados de autoridades de la Nación, así como sobre los conflictos planteados entre la Constitución Nacional y otras normas o actos provenientes de autoridades nacionales o locales (PALACIO, Lino E., El recurso extraordinario federal, teoría y técnica, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2001, p. 144). Conforme a ello surge evidente que las cuestiones federales son esencialmente cuestiones de derecho, quedando excluidas en principio aquellas que sean de hecho.-------------------------------

Asimismo, atento al carácter absolutamente excepcional que se ha imprimido al recurso extraordinario federal, se exige en el Art.15 de la citada ley que el fundamento de la cuestión federal aparezca de los autos y tenga relación directa e inmediata con la materia del pleito (Fallo 165-162), pues la sola mención de los preceptos federales en el recurso no es bastante para avalar la admisibilidad si no se da esa relación. Reiteradamente el más Alto Tribunal ha precisado que no cabe admitir recursos basados en cláusulas constitucionales pero referidas a cuestiones no regidas por normas federales, habida cuenta que en definitiva no hay derecho que no tenga raíz y fundamento constitucional, aunque esté regido por el derecho común o local (fallos 238-488-268-147).-----------------------------------------

VIII) Ahora bien, analizando el presente caso a la luz de lo expuesto supra cabe concluir que no se advierten en la misma tales supuestos excepcionales. En efecto los agravios de la recurrente recaen sobre la interpretación de una ley de derecho público provincial, el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 027/07 por el que se dispone la exoneración del recurrente en el grado de Cabo del grupo GETOAR de la Policía de la Provincia, norma de carácter eminentemente local y cuyo conocimiento, por regla, compete a los jueces de la causa y resulta insusceptible de recurso extraordinario, sin que aparezcan en juego, en el caso, discusión sobre actos, regulaciones federales o conflictos entre la Constitución Nacional y otras normas o actos provenientes de autoridades nacionales o locales.-------------------------------------

En el sub-exámine la resolución que se impugna tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común y también de derecho local, por lo que falta el requisito de la “relación directa e inmediata” que concurre cuando la solución que deba acordarse a la causa dependa, necesariamente de la interpretación que se asigne a las cláusulas constitucionales o normas o actos federales cuestionados en aquella. De ello se sigue que no basta la mera invocación formulada por el recurrente de la violación de normas constitucionales para que se cumpla con el requisito de la existencia de cuestión federal por lo que en este sentido es inadmisible el recurso intentado.------------------------------------------------

Por todo lo expuesto, doctrina y jurisprudencia citadas y conforme lo dictaminado por el Ministerio Fiscal, el Tribunal Se Resuelve: I) Denegar la concesión del recurso extraordinario federal interpuesto por la parte actora en los autos de referencia. II) Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodríguez – Sandra Generoso – Felipe Francisco Alegre Viaña – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Es copia fiel  del original, doy fe.
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